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RESUMEN 

La revocatoria directa de los actos administrativos de carácter sancionador es un 

mecanismo por medio del cual, la administración enmienda los errores crasos en los que ha 

incurrido en el transcurso de un proceso disciplinario por iniciativa propia o a solicitud de 

los sujetos procesales; sin embargo, cuando se trata de la revocatoria directa de los autos de 

archivo de la investigación disciplinaria es contraria a derecho, por cuanto transgrede la 

seguridad jurídica y equivale a inexistencia de estabilidad en materia disciplinaria; lo cual 

también atenta contra los derechos del disciplinado y el principio de la cosa juzgada. 

Además de la segunda instancia, cuando los sujetos procesales estén disconformes con la 

decisión proferida, podrán acudir a un tercer momento procesal, donde podrán solicitar al 

Procurador General de la Nación, la revocatoria directa del auto de archivo de cualquier 

investigación disciplinaria, y los más gravoso, aún, que éste puede iniciarla de oficio, lo que 

equivaldría para el disciplinado un vaivén jurídico, por cuanto el archivo de su 

investigación puede quedar sin sustento en el incidente de la revocatoria directa. 

Así las cosas, de cierta forma equivale a empeorar su situación en instancias diferentes a la 

primera donde se supone se analiza exhaustivamente la existencia de la falta, de la 

responsabilidad y la comisión de la misma. En suma, es posible determinar que la 

revocatoria directa de los autos de archivo de la investigación disciplinaria, es violatoria del 

principio de estabilidad jurídica que debe enmarcar todo el actuar de quienes imparten 

justicia (administrativa disciplinaria) y no permite, inclusive, a quienes se encuentran 

sometidos a una investigación preliminar, que siquiera presenta avances para levantar un 

pliego de cargos, tener la seguridad de que su situación jurídica se encuentra definida o 

resuelta.  



ABSTRACT  

Direct revocation of administrative acts of punitive nature is a mechanism by which the 

administration amendment in gross errors incurred in the course of disciplinary proceedings 

on its own initiative or at the request of parties to the proceedings; however, when it comes 

to direct revocation of the cars of the disciplinary investigation is contrary to law, because 

he transgresses legal certainty and is equivalent to lack of stability in disciplinary matters; 

which also violates the rights of the disciplined and the principle of res judicata.  

In addition to the second instance, when the procedural subjects are dissatisfied with the 

proffered decision, they may appeal to a third procedural stage where they may request the 

Attorney General's Office, the direct revocation of the order file any disciplinary research, 

and more burdensome, still, it can launch its own motion, equivalent to a legal 

reciprocating disciplined, because the investigation file may be unsupported in the incident 

of direct recall.  

So, in a way equivalent to worsen their situation in different instances where the first 

assumes the existence of a lack of responsibility and commitment of it thoroughly scans. In 

sum, it is possible to determine the direct recall of cars of the disciplinary investigation, 

violates the principle of legal stability that should frame the entire act of those who 

administer justice (administrative disciplinary) and does not allow, inclusive, who are are 

subject to a preliminary investigation, which presents progress to lift even a statement of 

objections, be sure that its legal position is defined or resolved. 
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INTRODUCCIÓN 

El derecho disciplinario puede concebirse como la forma jurídica de regular el servicio 

público, entendido éste como la organización política y de servicio, y el comportamiento 

disciplinario del servidor público, estableciendo los derechos, deberes, obligaciones, 

mandatos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, incluido el conflicto de 

intereses, así como las sanciones y procedimientos, respecto de quienes ocupan cargos 

públicos.  

El derecho disciplinario constituye un derecho-deber que comprende el conjunto de 

normas, sustanciales y procedimentales, en virtud de las cuales el Estado asegura la 

obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los 

servidores públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios 

a su cargo. Su finalidad, en consecuencia, es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, 

la rectitud y  la eficiencia de los servidores públicos, y es precisamente allí, en la 

realización del citado fin, en donde se encuentra el fundamento para la responsabilidad 

disciplinaria, la cual supone la inobservancia de los deberes funcionales de los servidores 

públicos o de los particulares que ejercen funciones públicas. 

En los términos previstos en la Constitución, las leyes y los reglamentos que resulten 

aplicables.1 Puede concebirse entonces, que el derecho disciplinario, otorga potestad 

sancionadora a la administración orientada a permitir la consecución de los fines del 

Estado, a través de “otorgarle a las autoridades administrativas la facultad de imponer una 

sanción o castigo ante el incumplimiento de las normas jurídicas que exigen un 

determinado comportamiento a los particulares o a los servidores públicos, a fin de 

preservar el mantenimiento del orden jurídico como principio fundante de la organización 

estatal”2. 
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  2012.	
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  Luis	
  Ernesto	
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La actividad sancionadora del Estado, trae inmersos los principios de legalidad, tipicidad e 

irretroactividad, bajo el entendido de que solo puede regularse a través de la ley las 

sanciones y el procedimiento aplicable a los servidores públicos en caso de presentarse la 

comisión de una falta disciplinaria por acción, omisión o extralimitación en sus funciones; 

así mismo, las conductas catalogadas como infracciones y sus respectivas sanciones deben 

estar consagradas expresamente en la norma y son irretroactivas por cuanto su aplicación 

depende del momento en que se cometió la ilicitud o estrictamente dicho, la falta en si 

misma.  

Sin desconocer además el principio de reserva Legal, que es trascendente en esta materia, 

debido a que se manifiesta en la obligación del Estado de someter el desarrollo de 

determinadas materias o de ciertos asuntos jurídicos necesariamente al tamiz de la ley, o al 

menos, a tener como fundamento la preexistencia de la misma. Así lo reconoce 

expresamente el artículo 29 del Texto Superior, cuando establece que nadie podrá ser 

juzgado sino “conforme” a leyes preexistentes al acto que se le imputa3.  

Desde esta perspectiva, en materia disciplinaria, la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Constitucional ha establecido que la consagración de los comportamientos reprochables 

disciplinariamente, así como las sanciones, los criterios para su fijación y los 

procedimientos para adelantar su imposición, corresponden a una materia que compete 

desarrollar de manera exclusiva a la ley, tanto en sentido formal como material4, lo que no 

significa otra cosa más que es potestad exclusiva del legislador regular lo concerniente al 

procedimiento sancionador disciplinario. 

Teniendo en cuenta estas consideraciones, el legislativo Colombiano, en el 2002, expidió la 

Ley 734, Código Disciplinario Único, a través del cual,  reglamentó y unificó el 

procedimiento sancionador aplicable a los servidores públicos cuando violaban su régimen 

de funciones, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, se presentaban conflictos 

de intereses o se extralimitaban en el ejercicio de sus funciones; norma que años más tarde 

fue modificada por la Ley 1474 de 2011 -Estatuto Anticorrupción- Por la cual se dictan 
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  Escobar	
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  Sentencia	
  	
  de	
  Constitucionalidad	
  818	
  de	
  09	
  de	
  agosto	
  de	
  2005.	
  M.P.	
  Rodrigo	
  Escobar	
  
Gil.	
  



normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de 

actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública. 

Modificación que ha sido muestra de controversia por los cambios introducidos; entre ellos 

el de la revocatoria directa de fallos sancionatorios, absolutorios y autos de archivo por 

parte del Procurador General de la Nación, que en la legislación anterior solo contemplaba 

la procedencia de la revocatoria para los fallos sancionatorios, mutando a partir de la 

expedición del mas llamado “Estatuto Anticorrupción”, la ampliación de la competencia en 

esta materia, para el Procurador General de la Nación, ocasionando la misma ley 

inseguridad jurídica para los administrados - disciplinados; redundando de manera directam 

en la afectación al derecho mismo del debido proceso y la institución jurídica de la cosa 

juzgada. 

De cierta forma, en una interpretación interpretativa exgetica , no tendría cabida el 

principio de la cosa Juzgada, en especial en materia disciplinaria, lo cual se traduce en un 

total desconocimiento de los principios generales del derecho y de la Constitución Política 

que establece que las decisiones de la administración deben ser permanentes. 

Razón por la cual, se convierte en una necesidad evaluar y determinar el alcance de la 

potestad de aplicar la revocatoria directa a los actos de carácter sancionatorios, absolutorios 

y en especial a los autos de archivo por parte del Procurador General de la Nación en 

aplicación del derecho disciplinario in extenso. Es decir, nuestro estudio, evaluación y 

análisis jurídico busca determinar, si los alcances de la revocatoria directa de los autos de 

archivo de la investigación disciplinaria es contraria a derecho, por cuanto soslayan la 

seguridad jurídica y construyen la inexistencia de estabilidad en materia disciplinaria. 

También atenta contra los derechos del disciplinado y el principio de la cosa juzgada; 

debido a que además de la segunda instancia cuando los sujetos procesales estén 

disconformes con la decisión proferida podrán acudir a un tercer momento procesal, donde 

solicitarán al Procurador General de la Nación la revocatoria directa del auto de archivo de 

cualquier investigación disciplinaria, o éste puede iniciarla de oficio, lo que equivaldría 

para el disciplinado un limbo inmenso de inseguridad jurídica, por cuanto el archivo de su 

investigación, bajo los aspectos esgrimidos, puede quedar sin sustento en el incidente de la 



revocatoria directa, lo cual de cierta forma equivale a empeorar su situación en instancias 

diferentes a la primera donde se supone se analiza exhaustivamente la existencia de la falla, 

de la responsabilidad y la comisión de la misma. 

 

ANÁLISIS DE LA REVOCATORIA DIRECTA EN EL PROCESO 

DISCIPLINARIO. 

La revocatoria directa, se orienta a excluir del ordenamiento jurídico vigente, un acto 

administrativo para proteger derechos subjetivos, cuando causa agravio injustificado a una 

persona. Desde la sentencia C-742 de 1999, viene sosteniendo la Corte Constitucional  que 

la revocatoria directa tiene como propósito dar a la autoridad administrativa la oportunidad 

de corregir lo actuado por ella misma, no solo con fundamento en consideraciones relativas 

al interés particular del recurrente, sino también por una causa de interés general que 

consiste en la recuperación del imperio de la legalidad o en la reparación de un daño 

público.  

Como se indicó también por la Corte en el fallo mencionado, la revocatoria directa puede 

entenderse como una prerrogativa de la administración para enmendar sus actuaciones 

contrarias a la ley o a la Constitución, cuando atenten contra el interés público o social o 

que generen agravio injustificado a alguna persona5. Lo cual indica que la revocatoria 

directa es un mecanismo por medio del cual la administración enmienda los errores crasos 

en los que ha incurrido en el transcurso de un proceso disciplinario por iniciativa propia o a 

solicitud de los sujetos procesales. 

De este forma, la Ley 734 de 2002, por la cual se expide el Código Disciplinario Único, 

establece en su artículo 122 que los fallos sancionatorios podrán ser revocados de oficio o a 

petición del sancionado, por el Procurador General de la Nación o por quien los profirió; en 

este orden de ideas, esta norma prevé que la revocatoria directa en materia disciplinaria 

procede sólo para los fallos sancionatorios, debido a que una sanción, implica la limitación 

de derechos fundamentales al sancionado, y como garantía procedimental, el legislador 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
5	
  Corte	
  Constitucional.	
  Sentencia	
  de	
  Constitucionalidad	
  306	
  de	
  26	
  de	
  abril	
  2012.	
  M.P.	
  Mauricio	
  González	
  
Cuervo.	
  



establece la procedencia de la revocatoria directa en estos casos en aras de que los fallos 

que infrinjan manifiestamente las normas constitucionales, legales o reglamentarias en que 

deben fundarse. 

Igualmente cuando con ellos se vulneren o amenacen manifiestamente los derechos 

fundamentales6, a renglón seguido, establece la misma norma, que no puede el sancionado 

solicitar la revocatoria directa cuando haya impetrado los recursos ordinarios7, como lo son 

la reposición y de alzada como la apelación; desconociendo que pueden existir 

circunstancias que ameriten la insistencia del sancionado en defender su inocencia, y que 

hagan que éste agote todos los mecanismos que establezca la ley para salvar su 

responsabilidad, lo que equivale en otras palabras a decir que el legislador deja a menester 

del Procurador General de la Nación, en virtud de la Ley 734 de 2002, la evaluación de las 

actuaciones de sus delegados, debido a que no le permite al disciplinado acceder a la 

solicitud de la revocatoria directa cuando ha ejercido los recursos ordinarios que contra el 

fallo sancionatorio. 

En 2011, tras intensos debates legislativos en ambas cámaras fue expedido el mal llamado 

en el argot jurídico “Estatuto Anticorrupción” – Ley 734 de 2011-, cuyo principal objetivo 

es erradicar la corrupción, para hacer más trasparentes, morales y justas las prácticas 

administrativas. En palabras de la Contraloría Delegada para Gestión Pública e 

Instituciones Financieras “Las prácticas de corrupción en sus facetas política, social y 

económica se han constituido en uno de los principales obstáculos para el fortalecimiento 

de la administración pública, especialmente de los países subdesarrollados y en vías de 

desarrollo, generando pérdida de confianza de la ciudadanía en sus autoridades e 

instituciones y deslegitimación y  des-institucionalización de la administración pública, con 

efecto en la totalidad de actividades que componen la acción estatal y, a más a largo plazo, 

en la democracia y gobernabilidad de los países afectados por este flagelo”8. Prácticas que 

son consecuencia de fallas en la administración y deslegitiman y desinstitucionalizan la 
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  Artículo	
  124	
  Ley	
  734	
  de	
  2002.	
  
7Artículo	
  125	
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  734	
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  2002.	
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  CGR,	
  Contraloría	
  Delegada	
  para	
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  Instituciones	
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  de	
  Ley	
  
142	
  de	
  2010	
  Senado,	
  “Por	
  el	
  cual	
  se	
  dictan	
  normas	
  orientadas	
  a	
  fortalecer	
  los	
  mecanismos	
  de	
  prevención,	
  
investigación	
  y	
  sanción	
  de	
  actos	
  de	
  corrupción	
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  la	
  efectividad	
  del	
  control	
  de	
  la	
  gestión	
  pública”,	
  febrero	
  de	
  
2011.	
  



administración Pública. De esta forma, con el propósito de evitar las prácticas de 

corrupción o de actividades que atenten contra la legitimidad, moralidad y transparencia del 

actuar de la administración, especialmente en lo atinente a su potestad, tal vez más 

importante como la de aplicar el ius puniendi a los servidores públicos que representan la 

administración ante sus administrados, se implementa en dicho Estatuto, incluidos, cambios 

atinentes a la procedencia de la revocatoria directa en materia disciplinaria. 

Así, con la expedición de la Ley 1474 de 2011, por la cual se dictan normas orientadas a 

fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y 

la efectividad del control de la gestión pública; la revocatoria directa procederá contra 

fallos sancionatorios, absolutorios y autos de archivo, tema regulado en el artículo 47 y 

siguientes de dicha norma.  

Conforme al legislador y la libertad de configuración normativa de la que goza, se 

estableció que además de los fallos sancionatorios pueden revocarse también los 

absolutorios cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen violaciones del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, y los 

autos de archivo, de, al parecer todas las investigaciones disciplinarias, ya que el parágrafo 

del artículo 48 de la Ley 1474 de 2011, solo limita a faltas que violen los DD HH y el DIH 

la revocatoria de los fallos absolutorios.  

Seguidamente establece la norma que los fallos sancionatorios, los autos de archivo y el 

fallo absolutorio son revocables sólo cuando infrinjan manifiestamente las normas 

constitucionales, legales o reglamentarias en que deban fundarse. Igualmente cuando con 

ellos se vulneren o amenacen manifiestamente los derechos fundamentales (art. 49 L. 

1474/2011). 

Los artículos señalados de la norma en comento (Art. 47, 48 y 49 de la Ley 1474 de 2011), 

fueron demandados por acción pública de inconstitucionalidad, por encontrar el accionante 

que dichas normas atentaban contra el artículo 29 y 228 de la Constitución Política, en el 

entendido que, un servidor público sometido a una rigurosa investigación disciplinaria en la 

cual fue absuelto, o en su favor se ordenó el archivo definitivo del proceso, con la nueva ley 

ese fallo o auto que ya había hecho tránsito a cosa juzgada y otorgado a los sujetos 



procesales, estado de seguridad jurídica, resulta vano, pues su trascendencia se aleja al  

tránsito de la cosa juzgada, sin brindar ninguna certeza de firmeza, pues están inmersos los 

sujetos procesales, a la posibilidad o eventualidad de ser revocado unilateralmente por la 

administración o mejor dicho por el "juez disciplinario". 

Debate procesal, sin más reabierto, vulnerando el principio de la seguridad jurídica, 

limitando el principio de cosa juzgada a otro tipo de actuaciones, despojando de esta última  

a las disciplinarias, aperturando un nuevo escenario donde el investigado vuelve a 

encontrarse sub-judice, y con la eventualidad que pueda deba ser sancionado.  

Sin embargo, la Honorable Corte Constitucional se pronunció mediante Sentencia de 

Constitucionalidad 306 de 26 de abril de 2012 M.P. Mauricio González Cuervo, 

estableciendo que, en la exposición de motivos de la Ley 734 de 2011 se tuvo en cuenta que 

se buscaba actualizar el Código Disciplinario Único en lo pertinente a la institución de la 

revocatoria directa. Además la Corte consideró que la revocación de absoluciones y 

decisiones de archivo proferidos en casos de violaciones al derecho internacional de los 

derechos humanos y al derecho internacional humanitario, no contrariaba la Constitución 

Política. En efecto, la sentencia C-014 de 2004 precisó que este mecanismo excepcional de 

revisión de las sanciones disciplinarias era extensivo a los autos de archivo y a los fallos 

absolutorios, cuando la falta disciplinaria investida fuera de aquellas que constituyen 

infracción de las normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del 

Derecho Internacional Humanitario. 

Como consecuencia de la sentencia de constitucionalidad 014 de 2004, que declaró la 

exequibilidad condicionada del artículo 122 de la Ley 734 de 2002, en el entendido que 

cuando se trataba de faltas disciplinarias, que constituyen violaciones del derecho 

internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, procede la 

revocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la actuación; la Ley 1474 de 2011 

modificatoria de la Ley 734 de 2002, debió acogerse a lo expuesto por nuestro Tribunal 

Constitucional, sin embargo, en su artículo 47 reza: ARTÍCULO 47. PROCEDENCIA DE 

LA REVOCATORIA DIRECTA. El artículo 122 de la Ley 734 quedará así: Los fallos 

sancionatorios y autos de archivo podrán ser revocados de oficio o a petición del 



sancionado, por el Procurador General de la Nación o por quien los profirió. El quejoso 

podrá solicitar la revocatoria del auto de archivo.  

PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen violaciones al 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 

Humanitario, procede la revocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la actuación por 

parte del Procurador General de la Nación, de oficio o a petición del quejoso que tenga la 

calidad de víctima o perjudicado. 

Lo que indica, que el legislador estableció que puede revocarse el auto de archivo, de la 

actuación en tratándose de cualquier falta disciplinaria, desconociendo la limitación que 

desde el 2004, la Corte Constitucional determinó para la revocatoria de dichos autos. 

En contexto a lo expuesto, lo que hace pensar, es que existe una marcada brecha entre las 

ramas del poder público que deben actuar armónicamente como lo establece la Constitución 

en su Artículo 113; sin embargo, en presencia de discrepancias como esta no puedo evitar 

concluir que el legislador so pretexto de estar legitimado para cumplir la función publica de 

legislar (sic), desconoce no sólo las decisiones proferidas por el órgano constitucional, sino 

que desconoce también los principios del derecho, entre ellos la seguridad jurídica, la 

estabilidad y permanencia de las decisiones de quienes administran justicia y la institución 

de la cosa juzgada. 

Pretermitir revocar decisiones que gozan de la fuerza vinculante de la cosa juzgada, quienes 

se encuentren sometidos y porque no, quienes estuvieron vinculados en investigaciones 

disciplinarias se enfrentarían a un limbo jurídico cuando el juez disciplinario no pueda 

determinar su responsabilidad, debido a que existe la posibilidad de revocar el auto de 

archivo que se sustenta en la inexistencia de la falta o de la responsabilidad del supuesto 

agente, de forma tal vez arbitraria, pues la institución de la revocatoria directa no se trata de 

una instancia para controvertir de fondo las providencias9 según la Corte, y en el auto de 

archivo no podría hablarse de revocatoria sino hubiese un cambio de fondo porque tendría 

que demostrarse el yerro del juez disciplinario en la determinación de la falta y la 
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responsabilidad; lo que me permite evidenciar que la revocatoria directa de los autos de 

archivo atenta contra el precedente constitucional, los principios del derecho, el debido 

proceso, la estabilidad jurídica y la cosa juzgada. 

 

ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LA REVOCATORIA DIRECTA 

EN EL PROCESO DISCIPLINARIO. 

 

DESARROLLO JURISPRUDENCIAL HASTA EL AÑO 2008 – LEY 220 DE 1995 Y 

LEY 734 DE 2002.10  

De las sentencias obtenidas debe señalarse que han sido falladas bajo la vigencia de la Ley 

200 de 1995, anterior Código Disciplinario Único, y la Ley 734 de 2002, actual Código 

Disciplinario Único11, que al ser revisadas en conjunto permiten unificar materiales 

jurídicos dispersos en cuanto el tema de la Revocatoria Directa en materia Disciplinaria y 

por tanto dar cuenta de manera estructurada de lo que al respecto se ha dicho y se ha 

decidido por parte de la Jurisprudencia Constitucional. 

 

• Sentencia C-095 de 1998. Magistrado Ponente: Hernando Herrera Vergara   

En esta sentencia en un claro ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad se acusó 

el inciso primero del Artículo 113 de la Ley 200 de 1995, bajo el entendido que el actor 

consideró vulnerados con la disposición legal en mención, los Artículos 13 y 29 de la 

Constitución Política de Colombia, ahora bien, de la demanda planteada por el ciudadano, 

la Corte señaló como problema jurídico a estudiar, la prohibición legal que impide el 
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ejercicio de la Revocatoria Directa de los fallos disciplinarios en el evento de haberse 

agotado los recursos de la vía gubernativa.     

Para referirse a este asunto la Corte se valió de la Revocatoria Directa consagrada en el 

derogado Código Contencioso Administrativo, aseverando que esta figura jurídica no forma 

parte de la vía gubernativa ni se constituye en un recurso ordinario, dado que, “(…) se trata 

de un decisión soberana y unilateral de la administración en cumplimiento de un deber de 

revisión del Estado de sus propios actos (…) que le permite rectificar su actuación o 

decisión sin la necesidad de recurrir al conocimiento de los tribunales contencioso-

administrativos.”12.  Siguiendo con su exposición el alto órgano constitucional dejó claro 

que la naturaleza y los elementos particulares de la revocatoria directa le dan a ésta el 

carácter de figura jurídica autónoma diferente de institutos jurídicos como los recursos 

ordinarios, precisando de acuerdo con un pronunciamiento del Consejo de Estado que,     

1. La revocatoria directa de un acto administrativo no podrá operar si se han ejercido 

los recursos de la vía gubernativa, conforme lo estatuye el artículo 70 ibídem, lo 

cual pone de presente la incompatibilidad que existe entre ellas.   

2. Los recursos gubernativos se deciden a solicitud de parte “del afectado”; la 

revocatoria directa puede proceder a petición de parte o de oficio.   

3. La revocatoria directa puede operar en cualquier tiempo, inclusive en relación con 

actos en firme o aun cuando se haya acudido a la jurisdicción contenciosa 

administrativa, siempre que en este último caso no se haya proferido auto 

admisorio de la demanda; los recursos de la vía gubernativa deben interponerse 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación personal o por edicto, o a la 

publicación del acto objeto de los mismos.       

4. La revocatoria directa procede, por regla general, contra toda clase de actos 

generales o particulares;   

5. La revocación directa se puede pedir ante el mismo funcionario que expidió el acto 

o su inmediato superior; mientras los recursos gubernativos solamente se pueden 
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intentar así: el de reposición ante el mismo funcionario que expidió el acto y los de 

apelación y queja ante el inmediato superior. 

6. La revocación directa sólo procede cuando se dan las causales previstas en el 

artículo 69 del C.C.A., mientras en la vía gubernativa se pueden impugnar los actos 

por cualquier clase de inconformidad.   

7. La revocatoria directa de los actos de carácter particular está sujeta a normas 

especiales contenidas en los artículos 73 y 74 ibídem; en tanto que en la vía 

gubernativa no hay restricción alguna ´´. (Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Primera, Expediente No. 1.856, Noviembre 23 de 1992.).13   

Con todo, la Corte indicó que en términos generales cabe afirmar que dados aspectos como 

la naturaleza, oportunidad y materia objeto de los recursos gubernativos hoy recursos en 

sede administrativa y de la revocatoria directa, ambas instituciones jurídicas presentan un 

carácter excluyente, máxime si se tiene presente que en cuanto a los primeros lo que se 

busca es reafirmar el derecho de defensa y contradicción agotando en el proceso 

gubernativo o actuación administrativa, y respecto a la segunda, lo que se busca es instaurar 

un mecanismo para que la propia administración revise su actuación a fin de corregir los 

yerros presentes en la misma, de igual modo, el alto organismo fue enfático al afirmar que 

desconocer ese carácter excluyente de estos dos medios de “impugnación” conllevaría a la 

implementación de un tercer recurso adicional, lo cual atenta contra la seguridad jurídica.   

Es  así como, la Corte Constitucional terminó por concluir que en cuanto a la prohibición 

legal que impide el ejercicio de la revocatoria directa de los fallos disciplinarios en el 

evento de haberse agotado los recursos de la vía gubernativa situados específicamente en 

materia disciplinaria, se señala que,   

(...) cuando la Ley 200 de 1995 consagra la posibilidad de que las decisiones disciplinarias 

sean objeto de los recursos por la vía gubernativa, se está garantizando la vigencia de los 

derechos fundamentales al debido proceso y defensa para el sancionado frente al fallo 

disciplinario que lo afecta y que lo facultan para controvertir el sentido de la decisión allí 
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contenida; de tal forma que, con la negativa a acudir a la revocatoria directa, una vez 

ejercitados aquellos, no se produce un desconocimiento de los mencionados derechos, ya 

que utilizados los recursos suponen por si mismos la posibilidad de defensa del interesado.    

En suma, la decisión de la Corte Constitucional colombiana respecto al planteamiento de 

inconstitucionalidad contra el inciso primero del Artículo 113 de la Ley 200 de 1995, fue la 

de declararlo exequible, toda vez que, no encontró vulneración alguna al principio de 

igualdad y al debido proceso, esto es, Artículos 13 y 29 de la Carta Política. 

 

• Sentencia C-892 de 1999. Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra   

En esta oportunidad, un ciudadano presentó demanda de inconstitucionalidad dirigida a 

cuestionar lo preceptuado por el Artículo 111 de la Ley 200 de 1995, debido a que, el 

demandante consideró vulnerados con esta disposición, el Preámbulo y los Artículos 2, 13, 

29 y 209 de la Constitución Política de Colombia. Así pues, la Corte entendió que el 

problema jurídico a revisar en esta oportunidad, se dirigió a estudiar la procedencia de la 

figura de la revocatoria directa, pero esta vez, preceptuada únicamente respecto de los 

fallos disciplinarios en el evento de ser manifiestamente opuestos a la Constitución o a la 

ley, o de amenazar los derechos del sancionado, dejando las demás providencias 

interlocutorias que se profieren en el curso del proceso disciplinario, sin la posibilidad de 

enervar este mecanismo de impugnación.   

Ahora bien, se refirió la Corte al precisar que todas las actuaciones que se adelantan dentro 

del proceso disciplinario, deben estar inspiradas dentro de los principios que integran el 

derecho fundamental del debido proceso, y en esa medida reiteró que en cumplimiento de 

la función de garantizar este derecho fundamental, es que se faculta al servidor público 

investigado para que controvierta las decisiones que se adopten durante el trámite del 

proceso, entre ellas, fallos disciplinarios y demás providencias interlocutorias, luego 

entonces, una vez garantizado el derecho de defensa y el debido proceso, es que ilustra la 

Corte que la revocatoria directa se instituye en el estatuto disciplinario como un mecanismo 

de “impugnación” reconocido por el legislador, quien a su vez, goza de discrecionalidad 

para regular las providencias susceptibles de ser impugnadas y cuáles los recursos 



procedentes para el efecto, es así como, indicó la Corte Constitucional que el legislador en 

el ejercicio de sus atribuciones, al regular los diferentes procedimientos, tiene “facultad de 

configuración legislativa14”, lo cual le permite determinar cuáles son aquellas providencias 

impugnables y cuáles los medios procedentes para el efecto.    

Inclusive, con anterioridad, en sentencia C-005 de 1993, esta Corporación señaló que “Si 

el legislador decide consagrar un recurso en relación con ciertas decisiones y excluye del 

mismo otras, puede hacerlo según su evaluación acerca de la necesidad y conveniencia de 

plasmar tal distinción, pues ello corresponde a la función que ejerce, siempre que no 

rompa o desconozca principios constitucionales de obligatoria observancia. Más todavía, 

puede, con la misma limitación, suprimir los recursos que haya venido consagrando sin 

que, por el solo hecho de hacerlo, vulnere la Constitución Política”.15    

Finalmente, el alto tribunal constitucional decidió declarar exequible las expresiones: “Los 

fallos disciplinarios serán revocables en los siguientes casos”, contenida en el Artículo 111 

de la Ley 200 de 1995, en el entendido de no encontrar dicha disposición contraria a los 

preceptos superiores señalados por el actor. 

 

• Sentencia C-1076 de 2002. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández   

En esta sentencia el demandante estima que la expresión “o reglamentarias” del Artículo 

124 de la Ley 734 de 2002, que consagra las causales de revocación de los fallos 

sancionatorios resulta violatoria de los Artículos 29 inciso segundo, 123 inciso final y 150 

numeral 23 de la Constitución Política, frente a lo que la Corte procedió a realizar un 

examen de constitucionalidad en el que evidenció que la demanda, si bien es cierto fue 

admitida en razón de un estudio apriorístico de constitucionalidad, al momento de fallar en 

un estudio más profundo de verificación de la real existencia de un cargo de 

constitucionalidad encontró que éste efectivamente no existió en la acción pública de 

inconstitucionalidad en mención; razón por la que se declaró inhibida de proferir fallo de 
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fondo en relación con la expresión objeto del cargo, debido a que observó una ineptitud en 

la demanda esbozada por el actor.   

 

• Sentencia C-014 de 2004. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño   

En esta oportunidad en ejercicio del derecho político conferido por la Constitución Política 

de Colombia, un ciudadano presenta acción pública de inconstitucionalidad referida a los 

Artículos 123 y 125 de la Ley 734 de 2002, en los cuales se habla de la competencia y 

revocatoria a solicitud del sancionado respectivamente, toda vez que para el actor los 

apartes de los citados artículos resultan violatorios de la Constitución en sus Artículos 2, 

13, 29, 93, 209, 229 y 277, así como también resultan vulnerada la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos en sus Artículos 2, 7 y 8, y la Convención Americana de 

Derechos Humanos en sus Artículos 1, 24 y 25.   

Con lo anterior, se constituyó entonces como problema jurídico para ser revisado por la 

Corte Constitucional, la improcedencia de la revocatoria directa de los fallos disciplinarios 

absolutorios, consagrada tanto en las normas demandadas como en las que integran la 

unidad normativa, puesto que se vulneran los derechos de las víctimas de las faltas 

disciplinarias a la verdad, a la justicia y a la reparación, el derecho de participación y el 

derecho de igualdad, además de ser contraria a las funciones constitucionales de la 

Procuraduría General de la Nación.   

En ese orden de ideas, se ocupó la Corte de establecer si le asiste o no razón al Actor, para 

lo cual dejó por sentado que por regla general no existen víctimas o perjudicados con las 

faltas disciplinarias, dado que esto sólo ocurre de manera excepcional en aquellos eventos 

que se configuran violaciones al Derecho Internacional Humanitario o al Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, quedando claro entonces de lo manifestado por el 

órgano constitucional que en estos supuestos mencionados las víctimas o perjudicados 

adquieren la calidad de sujetos procesales y por tanto pueden intervenir en el proceso 

disciplinario ejerciendo todas y cada una de las facultades inherentes a la calidad de sujetos 

que ostentan, con ello concluyó la Corte que de esta manera se hacen efectivos los derechos 



que tienen las víctimas al esclarecimiento y conocimiento de la verdad y la realización de la 

justicia disciplinaria.    

Llegada a este punto, el máximo órgano constitucional, precisó determinar si una norma 

jurídica que permite la revocatoria directa, de oficio o a petición de parte, de los fallos 

disciplinarios sancionatorios y no de los fallos disciplinarios absolutorios o la decisión de 

archivo de la actuación disciplinaria, vulnera los derechos de las víctimas o perjudicados 

con las faltas disciplinarias.   

Frente a este asunto dejó claro la Corte que no resulta constitucionalmente legítimo que,      

(…) en aquellos supuestos en que el contenido de injusticia de la falta disciplinaria 

desborda la simple vulneración del deber funcional que le asiste al sujeto disciplinable y se 

extiende de tal manera que compromete derechos fundamentales de terceros, se prevea un 

régimen de  la revocatoria directa del fallo, o de la decisión que tenga efectos equivalente, 

similar al previsto para aquellos supuestos en que la ilicitud de la falta se agota en la sola 

infracción de ese deber. Cuando en ese tipo de eventos se profiere un fallo absolutorio o 

una decisión de archivo, éstas decisiones no solo tocan con intereses estatales, sino 

también con la expectativa legitima (sic) que tienen las víctimas o perjudicados con esos 

comportamientos, el Estado y la comunidad internacionales de que se establezca la verdad 

y se haga justicia (…)16      

Por lo tanto, el legislador en materia de revocatoria de fallos disciplinarios y de decisiones 

equivalentes, en el evento de verse comprometido el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, no puede ejercer abiertamente su 

capacidad de configuración normativa, dado que, si estos derechos se afectan con un fallo 

absolutorio o decisión de archivo, la Corte dio la posibilidad de que sólo en estos casos 

proceda la revocatoria del fallo absolutorio y del auto de archivo, dejando por sentado que 

tal revocatoria procede bien sea de oficio o solicitada por la víctima y los perjudicados, 

aunque con las limitaciones derivadas de la interposición de recursos, y que la competencia 
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para su decisión recae en el funcionario que profirió el fallo, o en el superior o en el 

Procurador General de la Nación.   

Así pues, la Corte decidió declarar los apartes de los artículos demandados y los que por 

unidad normativa se aúnan al estudio jurídico, exequibles, bajo el entendido que al tratarse 

de faltas disciplinarias que constituyan violaciones al Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, también procede la 

revocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la actuación, toda vez que las víctimas y 

perjudicados con estas faltas son sujetos procesales y titulares de las facultades a ellos 

conferidos por la ley.     

 

• Sentencia T-105 de 2007. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis     

Entró la Corte a revisar el fallo proferido por un Tribunal Administrativo y el Consejo de 

Estado, dentro de la acción de tutela instaurada por un servidor público en contra de la 

Procuraduría General de la Nación, en la cual se buscaba el amparo de los derechos 

fundamentales al debido proceso y a elegir y ser elegido, acceder al desempeño de 

funciones y cargos públicos, consagrados en los Artículos 29 y 40 de la Constitución 

Política. 

En ese orden de ideas, dio por entendido la Corte que la materia sometida a su revisión se 

circunscribió al hecho de haberse revocado de manera directa por un procurador delegado 

para la vigilancia administrativa, un auto de archivo proferido por el mismo funcionario, sin 

que se hubiera obtenido el consentimiento del actor para el efecto y sin que la revocatoria 

de decisiones absolutorias se encuentre prevista en el Código Disciplinario.   

Para referirse a este problema jurídico, la Corte consideró necesario precisar algunos 

aspectos propios de la Revocatoria Directa, para lo cual, partió de las condiciones y 

procedimientos establecidos en el Decreto 01 de 1984, Código Contencioso 

Administrativo, dedicados a la revocatoria de actos administrativos.  Así, luego de una 

revisión de los pronunciamientos que frente al tema ha dejado por sentados la alta 

corporación constitucional, expuso de manera general que aquellos actos administrativos de 



carácter particular y concreto sólo son revocables con el consentimiento expreso y escrito 

del particular, y que de no contarse con éste, la administración deberá demandar su propio 

acto ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo; además el alto órgano 

constitucional manifestó que de forma excepcional se permite que la administración 

disponga la revocatoria directa de un acto administrativo de carácter particular y concreto, 

en el evento de que éste se presente producto de un silencio administrativo positivo o que 

sea evidente que el acto ocurrió por medios ilegales.   

Del mismo modo, consideró la Corte de total pertinencia recordar que la Revocatoria 

Directa en materia disciplinaria se encuentra reglada en los Artículos 122 a 127 de la Ley 

734 de 2002, para lo cual recordó el texto de las disposiciones citadas y resaltó las 

características fundamentales de tal régimen, señalando que en general la improcedencia de 

la Revocatoria Directa contra los fallos disciplinarios absolutorios o la decisión de archivo 

de la actuación, es legítima, dado que en consonancia con el mandato superior es coherente 

la decisión legislativa de dar primacía en ese ámbito del derecho sancionador del Estado, al 

Derecho a la seguridad jurídica que ampara al investigado, seguridad jurídica que es a su 

vez una manifestación de principios como el non bis in idem y el de ejecutoriedad, luego 

entonces, como lo manifestó la Corte, de acuerdo con ello cuando se trata de fallos 

absolutorios el legislador dio primacía al principio de seguridad jurídica, impidiendo que la 

entidad de control reconsidere su decisión pues asume que, “(…) la revocatoria del fallo 

operaría para agravar la situación del absuelto (…)”17, lo que se traduciría en un menoscabo 

grave del non bis in idem.   

Reitera la alta corporación constitucional que en efecto en materia disciplinaria con la sola 

excepción del caso de las faltas constitutivas de violaciones del Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos o del Derecho Internacional Humanitario, resulta improcedente la 

revocatoria del fallo absolutorio o del auto de archivo de un proceso disciplinario.  

En ese sentido, la Corte Constitucional en revisión de la providencia de tutela antes 

reseñada, así como del auto proferido por la sala del Consejo de Estado, decidió confirmar 

parcialmente la sentencia proferida por el Honorable Consejo de Estado, en lo relativo a la 
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vulneración del derecho al debido proceso del actor con la decisión adoptada por los 

Procuradores Primero y Segundo Delegado para la Vigilancia Administrativa mediante la 

cual se suspendió al actor del cargo que ocupaba, por lo que dejó en firme la decisión 

adoptada por los jueces de instancia de dejar sin efectos el referido auto en lo relativo a la 

suspensión provisional del actor.    

Al igual que decidió confirmar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo en lo 

relativo a la violación de los derechos del actor, con la decisión proferida por el Procurador 

Primero Delegado para la Vigilancia Administrativa mediante la cual se revocó de manera 

directa el auto de archivo proferido por el mismo funcionario, por lo que, se le 

restablecieron los plenos efectos del referido auto de archivo proferido por el Procurador 

Primero Delegado para la Vigilancia Administrativa.  Auto del que indicó la Corte que, en 

caso de considerarse contrario a derecho por la Procuraduría General de la Nación, deberá 

ser por ella demandado ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo.    

 

• Sentencia C-666 de 2008. Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo     

En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, el actor solicitó a la Corte la 

declaración de inexequibilidad del inciso primero parcial del Artículo 126 de la Ley 734 de 

2002, reseñando también que en su defecto, se declarara exequible en el entendido de que 

las solicitudes de revocatoria en el caso de las faltas disciplinarias que constituyen 

violaciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho 

Internacional Humanitario se presenten sin límites de términos, toda vez que, con la norma 

demandada se vulnera a juicio del demandante el Bloque de Constitucionalidad y los 

Tratados que establecen los estándares internacionales ratificados por Colombia sobre 

Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario e imprescriptibilidad de los 

crímenes de lesa humanidad y por ende, de las faltas disciplinarias que se cometan para 

realizarlos.   

Respecto de lo cual, la Corte Constitucional colombiana consideró como problema jurídico 

a tratar, la definición sobre sí el límite temporal de cinco años que establece la norma para 

poder solicitar la revocatoria de un fallo disciplinario supera o no el impuesto a la potestad 



de configuración del Congreso por los tratados de derechos humanos que forman parte del 

Bloque de Constitucionalidad y el Derecho Internacional Humanitario. 

Por consiguiente, entró la Corte a considerar que teniendo claro que en relación con el tipo 

de faltas disciplinarias que constituyen violaciones al Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, en los procesos disciplinarios 

si procede la Revocatoria Directa de los fallos condenatorios, absolutorios y autos de 

archivo, a solicitud de la víctima o perjudicado que haya sufrido la violación de sus 

derechos por el incumplimiento de un deber funcional de un servidor público, el punto 

ahora para la Corte, se centra en entender que en estos eventos se configura una obligación 

estatal destinada a investigarlas y sancionarlas que sólo puede tener fin en el momento en 

que estos deberes hayan sido cumplidos y por tanto, que sean garantizados los derechos de 

las víctimas.   

Ahora bien, según lo planteó la Corte los derechos de las víctimas no pueden estar sujetos a 

una limitación temporal que haga nugatorio su ejercicio, máxime cuando en la violación de 

sus derechos se encuentra involucrado un servidor público, por lo que en ese orden de 

ideas, no resulta razonable en estos casos la libertad de configuración normativa del 

legislador y ésta es entonces restringida al punto de que habiendo sido legitimadas las 

víctimas o perjudicados, para participar en el proceso disciplinario, éstas lo hagan con todas 

las facultades de los sujetos procesales entiendo que no siempre están en condiciones de 

conocer la existencia de los procesos para ejercer sus facultades procesales, por lo cual el 

deber del Estado es el de garantizar plenamente sus derechos.   

En consecuencia, la Corte Constitucional decidió declarar la exequibilidad condicionada de 

la norma en el entendido que cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen 

violaciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho 

Internacional Humanitario, de aquellos que no tuvieron la oportunidad de participar en la 

actuación disciplinaria, el término de cinco años para solicitar la revocatoria directa de 

decisiones absolutorias, de archivo o con sanciones mínimas respecto de la conducta, debe 

empezar a contarse desde el momento en que la víctima se entera de la existencia de tales 

providencias, salvo que haya operado la prescripción de la sanción disciplinaria.   



 

DESARROLLO JURISPRUDENCIAL HASTA EL AÑO 2012 – LEY 734 DE 2002 Y 

LEY 1474 DE 2011.18 

Antes de entrar a abordar el tema de la revocatoria directa en materia disciplinaria a las 

luces de la legislación y jurisprudencia actuales, es necesario recalcar que anterior al año 

2004, los autos de archivo de las actuaciones disciplinarias se encontraban dotados de un 

carácter definitivo y con efectos de cosa juzgada, “como medida para evitar la indefinida 

sumisión del sujeto disciplinado al procedimiento respectivo”19; razón por la cual se 

evidenciaba la inoperancia de la revocatoria directa frente a los autos de archivo. 

Sin embargo, la Corte Constitucional mediante sentencia C 014 de 2004 marco un hito en 

esta materia, señalando que, cuando se trata de faltas disciplinarias por violaciones de los 

derechos humanos o del derecho internacional humanitario, las víctimas o perjudicados, en 

reconocimiento a sus derechos a la verdad, justicia, la reparación y no repetición, “están 

legitimados para intervenir en el proceso disciplinario en calidad de sujetos procesales y, en 

consecuencia para ejercer todas las facultades inherentes a ellos”, por lo cual “la 

imposibilidad que puedan solicitar la revocatoria del fallo absolutorio, o la decisión de 

archivo de la actuación que tiene efectos equivalentes, o que tal revocatoria sea declarada 

de oficio, son decisiones legislativas irrazonables”20. 

Por otro lado, la Corte en sentencia C 306 de 2012 advierte causales específicas por las 

cuales procede la revocatoria directa de los actos administrativos: (i) manifiesta 

inconstitucionalidad o ilegalidad; (ii) disconformidad con el interés publico o social; (iii) 

agravio injustificado a una persona. Esta excepcionalidad se encuentra reforzada para el 

caso específico de la revocación de autos de archivo de investigaciones disciplinarias, al 
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agregarse como causal para su procedencia, la manifiesta vulneración o amenaza a los 

derechos fundamentales, según el artículo 49 de la Ley 1474 de 201121. 

En el mismo sentido, advierte el órgano colegiado que se debe analizar si la decisión del 

legislador de dar preponderancia a ciertos valores por encima de la garantía del non bis in 

ídem, desconoce la Constitución Política, debido a que se posibilita, de oficio o a petición 

del quejoso, la revocatoria de que los autos de archivo de la investigación disciplinaria, que 

hacen tránsito a cosa juzgada, en situaciones diferentes a las relacionadas con la 

vulneración del Derecho Internacional de los Derechos Humanos o el Derecho 

Internacional Humanitario. 

Además de esto, resalta la Corporación, que el legislador no impuso una restricción taxativa 

de las circunstancias en las que operaría la revocatoria directa en estas situaciones, lo que 

llevaría a pensar que para cualquier falta disciplinaria investigada, fuera del rango o calidad 

que fuera, procedería la revocatoria directa, de oficio o a solicitud del quejoso, a pesar de 

los efectos de cosa juzgada que conlleva el auto de archivo de la investigación. 

Esta perspectiva, que contrasta la mitigación, de garantías fundamentales frente a una 

permisión general y abierta de hacer posible al ente disciplinario la revisión de sus 

decisiones mediante la revocatoria, no sería proporcional, puesto que la razón misma de la 

existencia de la garantía del debido proceso, en su faceta de no ser juzgado dos veces por 

los mismos hechos, precisamente se opone a la posibilidad, que por cualquier razón el 

Estado, en ejercicio de su facultad sancionadora, corrija sus decisiones, en cualquier 

momento, por cualquier causa o en cualquier escenario; puesto que aceptar tal situación 

implicaría la renuncia total al principio de la cosa juzgada y de seguridad jurídica22. 

Sin embargo, tal y como lo advierte la Corte, es necesario recordar que la revocatoria 

directa en los procesos disciplinarios, no es una decisión caprichosa que dependa de la mera 

subjetividad de la autoridad competente, pues para que sea procedente se requiere que la 

infracción del ordenamiento jurídico o la vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales, sean manifiestas, como lo prevé el artículo 49 de la Ley 1474 de 2011. Lo 
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que activa entonces la revocatoria directa para autocorregir la actuación de la 

administración en punto a esa especie de procesos, es el catálogo de razones del artículo 49, 

es decir, solo cuando infrinjan disposiciones constitucionales, legales o reglamentarias en 

que deban fundarse.    

 

CONCLUSIONES. 

Colombia, es un país donde cada actividad se encuentra netamente reglada, en especial, la 

atinente a la administración de justicia y a los procedimientos sancionatorios, donde se  

aplica el IUS PUNIENDI del Estado, esto en aras de proteger los derechos de las personas 

y no permitir el abuso del poder del agente dominante, que en el caso de los procesos 

disciplinarios es el Estado mismo, en cabeza del Ministerio Público. 

De esta manera y atendiendo los principios generales del derecho, es especial el de 

tipicidad,  la Ley 734 de 2002, taxativamente especificó las faltas, las prohibiciones y los 

procedimientos aplicables, en caso de que los servidores públicos incurrieran en faltas 

disciplinarias, por acción, omisión o extralimitación de sus funciones que se encuentran 

establecidas en la Constitución, la Ley y los reglamentos; sin embargo el Código 

Disciplinario Único, cuando reguló la revocatoria directa de los autos de archivo en el 

proceso disciplinario, artículo 122 Ley 734 de 2002, se quedó corto al establecer que “Los 

fallos sancionatorios podrán ser revocados de oficio o a petición del sancionado, por el 

Procurador General de la Nación o por quien los profirió”; razón por la cual la Corte 

Constitucional, en Sentencia de Constitucionalidad 014 de 20 de enero de 2004, M.P. Jaime 

Córdoba Triviño, decidió declarar la CONSTITUCIONALIDAD CONDICIONADA de 

esta norma, en el entendido que la revocatoria directa es un mecanismo de corrección de la 

administración, cuando se haya cometido un error craso; de esta forma en el caso de los 

fallos sancionatorios, a quien le interesa mantener el orden jurídico y la constitucionalidad 

y legalidad del acto, es al Juez Disciplinario y al sancionado. 

Sin embargo en los eventos en los que la falta disciplinaria se constituye a partir de 

violaciones y/o amenazas al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y al Derecho 

Internacional Humanitario, debido a la trascendencia de estas conductas, a la relevancia de 



estos derechos como mecanismo de materialización de la dignidad, y a la importancia 

misma de estos en el Bloque de Constitucionalidad, podría constituirse la víctima y/o 

afectado en sujeto procesal y solicitar la revocatoria directa de los fallos absolutorios y 

autos de archivo de la investigación disciplinaria, en aras de protección a la verdad, la 

justicia, la reparación y no repetición a que tienen derechos las víctimas de estas conductas.  

De esta forma, la Corte en su sabiduría introdujo unos acápites a la norma demandada en 

sede de constitucionalidad que de ninguna forma desbordan su poder y menos generan 

inseguridad jurídica, debido a que la razón de dicha decisión fue la efectiva y eficaz 

protección de las víctimas o personas en situación de vulnerabilidad. 

Años más tarde, el legislativo expidió la Ley 1474 de 2011, conocida como Estatuto 

Anticorrupción, con el deseo de velar por la transparencia de la actuación administrativa, 

sin embargo el artículo 47 de esta norma, que modificó el artículo 122 de la Ley 734 de 

2002, y se transcribe del texto original así: ARTÍCULO 47. PROCEDENCIA DE LA 

REVOCATORIA DIRECTA. El artículo 122 de la Ley 734 quedará así: Los fallos 

sancionatorios y autos de archivo podrán ser revocados de oficio o a petición del 

sancionado, por el Procurador General de la Nación o por quien los profirió. El quejoso 

podrá solicitar la revocatoria del auto de archivo.  

PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen violaciones al 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, 

procede la revocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la actuación por parte del 

Procurador General de la Nación, de oficio o a petición del quejoso que tenga la calidad de 

víctima o perjudicado; de manera contundente se establece que el legislativo decidió no 

atender la condición esencial prevista en la Sentencia C 014 de 2004, mediante la que el 

alto Tribunal Constitucional impuso a la revocatoria directa de los autos de archivo, como 

si la atendieron en el caso de los fallos absolutorios; esto porque en el inciso primero del 

artículo 47 de la Ley 1474 de 2011, que modificó el artículo 122 de la Ley 734 de 2002, se 

dejó totalmente abierta la posibilidad al quejoso de solicitar la revocatoria directa del auto 

de archivo de la investigación disciplinaria, que se supone solo procede en los casos 

previstos por la Corte, en sentencia C 014 de 2002; razón por la cual es posible plantear que 

dicha norma es contraria a derecho, debido a que desconoce la imposición de la Corte, la 



interpretación y el sentido que ésta le concedió a dicha norma y amplía en todo sentido el 

alcance de la misma; lo cual en países como Colombia, solo se explica por el deseo de 

poder absoluto del legislativo.       

     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



BIBLIOGRAFÍA  

Ley 734 de 2002 

Ley 1474 de 2011 

Universidad de Antioquia, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Seccional Oriente. 

LÓPEZ, Ramírez Ronald Mauricio. REVOCATORIA DIRECTA DEL DERECHO 

DISCIPLINARIO: UN ACERCAMIENTO A PARTIR DE LA JURISPRUDENCIA 

CONSTITUCIONAL. 2010. Pág. 27 – 40.  

Universidad Industrial de Santander, Facultad de Ciencias Humanas, Escuela de Derecho y 

Ciencia Política. GALVIS, Mateus Laura Marcela y SOTO, Moreno Mayerly Leonor. LA 

REVOCATORIA DIRECTA DE LOS AUTOS DE ARCHIVO EN LAS ACTUACIONES 

DISCIPLINARIAS, A LA LUZ DDE LA JURISPRUDENCIA NACIONAL. 2013. Pág. 

36 – 38.  

PÁGINAS WEB: 

http:/www.corteconstitucional.gov.co/	
  

http://www.secretariasenado.gov.co/ 

 

 

 

 

 

 


